
 
 

 
                                                      

  

 

 

 

Señor. 

JUEZ SEXTO (6) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE MANIZALES. 

Dra. BIBIANA MARIA LONDOÑO VALENCIA 

admin06ma@cendoj.ramajudicial.gov.co  
sandrasanchezcandamil@gmail.com  
Correo 

E. S. D. 
 

 
 

Medio de Control:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
Radicado:   17001333900620200032200. 
Demandante:  RUBEN MOLINA RIVERA  
Demandados: LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL - FONDO DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y LA FIDUCIARIA LA 
PREVISORA S.A. 

 
 

JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ, identificada como aparece al pie de mi firma, abogada 
en ejercicio, actuando en calidad de apoderada sustituta de LA NACIÓN – MINISTERIO DE 
EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, 
conforme al poder especial otorgado por el doctor LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, apoderado 
general de la entidad, tal y como consta en la escritura pública No. 522 del 28 de Marzo del 2019, 
protocolizada en la Notaría Treinta y Cuatro del Círculo Notarial de Bogotá D.C; por medio de la 
presente escrito, respetuosamente acudo a su H. despacho para presentar CONTESTACIÓN DE LA 
DEMANDA dentro del proceso de la referencia en los siguientes términos: 
 

I. A LOS HECHO 
 

PRIMERO: Es cierto de acuerdo a la documental aportada. 
 
SEGUNDO: Es cierto conforme a la información plasmada en la resolución No. 0180 del 05 de 
enero de 2018. 
 
TERCERA: Es cierto conforme la resolución No. 0180 del 05 de enero de 2018. 
 

 

CUARTA: Es cierto conforme a la documental aportada.  
  
QUINTA: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del accionante acerca de la interpretación 
de  la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar que se objetó 
de manifestación alguna. 
 



 
 

 
                                                      

  

SEXTA: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del accionante acerca de la interpretación de  
la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar que se objetó de 
manifestación alguna. 
 

SEPTIMA: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del accionante acerca de la interpretación 
de  la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar que se objetó 
de manifestación alguna. 
 

OCTAVA: No es cierto toda vez que de acuerdo al certificado aportado con el escrito de demanda 
el salario para el 04 de mayo de 2017 fecha del retiro el salario devengado era $2.983.219. 
 
NOVENA: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 
solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en el cual 
corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 

DECIMO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal motivo 
solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes probar el 
supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, en el cual 
corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 
DECIMO PRIMERO: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del accionante acerca de la 
interpretación de  la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 
 
DECIMO SEGUNDO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, 
en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 
DECIMO SEGUNDO: No es un hecho. Es una apreciación subjetiva del accionante acerca de la 
interpretación de  la norma en mención, más no relata ninguna situación de modo, tiempo y lugar 
que se objetó de manifestación alguna. 
 
DECIMO TERCERO: Mi representada se atiene a lo que se logre demostrar en el proceso, por tal 
motivo solicito que se aplique lo establecido en el artículo 167 del C.G.P. “Incumbe a las partes 
probar el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”, 
en el cual corresponde a la parte actora probar los supuestos de hecho de sus afirmaciones. 
 

I. FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones solicitadas en la demanda, sus 
declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a  LA 
FIDUPREVISORA S.A de todo cargo. 
 
 



 
 

 
                                                      

  

A LAS DECLARATIVAS: 
 
Me opongo a la declaratoria de la existencia del acto ficto o presunto negativo respecto de la 
petición radicada el 04 de marzo de 2019, ante la Secretaria de Educación  de Caldas, por ser 
un hecho ajeno a mi representada, en razón a que se evidencia una clara falta de legitimación en 
la causa por pasiva.  
 
A LAS CONDENATORIAS:  
 
Me opongo al Restablecimiento del Derecho y Pago de intereses moratorios e Indexación, 
cumplimiento de fallo y costas y agencias en derecho, como quiera que estas pretensiones son 
consecuencia de las anteriores, luego al no proceder el reconocimiento de las pretensiones 
declarativas, tampoco habrá a lo solicitado en las pretensiones condenatorias 

 
II. FRENTE A LAS PRETENSIONES 

 
 

Manifiesto que me opongo a todas y cada una de las pretensiones solicitadas en la demanda, sus 
declaraciones y condenas, por carecer de fundamentos de derecho, debiéndose absolver a  LA 
FIDUPREVISORA S.A de todo cargo. 
 
A LAS DECLARATIVAS: 
 
Me opongo a la declaratoria de la existencia del acto ficto o presunto negativo respecto de la 
petición radicada el 04 d marzo de 2019, ante la Secretaria de Educación  de Caldas, por ser 
un hecho ajeno a mi representada, en razón a que se evidencia una clara falta de legitimación en 
la causa por pasiva.  
 
A LAS CONDENATORIAS:  
 
Me opongo al Restablecimiento del Derecho y Pago de intereses moratorios e Indexación, 

cumplimiento de fallo y costas y agencias en derecho, como quiera que estas pretensiones son 

consecuencia de las anteriores, luego al no proceder el reconocimiento de las pretensiones 

declarativas, tampoco habrá a lo solicitado en las pretensiones condenatorias. 
 

FUNDAMENTO DE DEFENSA 

 

La unificación jurisprudencial por parte de la Corte Constitucional y del Consejo de Estado en el 

año 2017 y 2018, respectivamente, ha sido adversa a la posición inicialmente sostenida por la 

Nación Ministerio de Educación Nacional, en los casos relacionados con la sanción por mora en el  

pago de las cesantías que se imponen al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

(FOMAG). Al respecto las altas Cortes determinaron que la sanción por mora sí es aplicable al pago 

de cesantías del FOMAG, a pesar que no esté previsto en la Ley 91 de 1989 ni en la Ley 962 de 

2005.   



 
 

 
                                                      

  

 

No obstante lo anterior, la presencia de problemas operativos en las entidades territoriales impide 

el cumplimiento de los términos para proyectar las respectivas Resoluciones que reconocen las 

prestaciones sociales de los educadores nacionales afiliados al Fomag.  

 

Si bien es cierto, el Decreto 1272 de 2018, modificó entre otras cosas el procedimiento para el 

reconocimiento de cesantías por parte de las entidades territoriales certificadas, ajustando los 

términos para resolver las solicitudes relacionadas con las prestaciones  sociales del Magisterio, 

la atención a de las mismas está sujeta al turno de radicación de y a la disponibilidad presupuestal 

para que el pago exista. 

 

Sobre el procedimiento contemplado en la normatividad citada, se expone lo siguiente:  

 

“ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.23. Gestión de la entidad territorial en las solicitudes de reconocimiento de cesantías. 

La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 5 días hábiles siguientes a la presentación en 

debida forma de la solicitud de reconocimiento de cesantías parciales o definitivas a cargo del Fondo Nacional 

de  

 

Prestaciones Sociales del Magisterio, deberá elaborar un proyecto de acto administrativo que resuelva el 

requerimiento. 

 

Dentro del mismo término indicado en el inciso anterior, la entidad territorial deberá subir y remitir a través 

de la plataforma dispuesta para tal fin el proyecto de acto administrativo debidamente digitalizado con su 

respectivo expediente para que sea revisado por la fiduciaria. 

 

A su vez dentro del mismo término, la sociedad Fiduciaria deberá digitalizar y remitir a la entidad territorial 

certificada en educación la decisión adoptada, a través de la plataforma dispuesta para tal fin, como lo 

regula el Decreto 1272 de 2018: 

 

ARTÍCULO 2.4.4.2.3.2.25. Elaboración del acto administrativo que resuelve las solicitudes de reconocimiento 

de cesantías. La entidad territorial certificada en educación, dentro de los 5 días hábiles siguientes al recibo, 

por parte de la sociedad fiduciaria, del documento que contiene la  

 

Aprobación o la desaprobación del proyecto de acto administrativo, deberá expedir el acto administrativo 

definitivo que resuelva la solicitud de reconocimiento de cesantías. 

  

 

Si la entidad territorial certificada en educación tiene objeciones frente al resultado de la revisión de que trata 

el artículo anterior, podrá presentar ante la sociedad fiduciaria las razones de su inconformidad, dentro de 

los 2 días hábiles siguientes contados desde la recepción del documento que contiene la aprobación o 

desaprobación del proyecto de acto administrativo. 

  



 
 

 
                                                      

  

La sociedad fiduciaria contará con 2 días hábiles para resolver las observaciones propuestas por la entidad 

territorial certificada en educación, contados desde la recepción del documento que contiene las objeciones 

del proyecto. 

  

La entidad territorial certificada en educación, dentro del día hábil siguiente contado desde la recepción de la 

respuesta a la objeción, debe expedir el acto administrativo definitivo. 

  

En cualquier caso, la entidad territorial certificada en educación deberá subir y remitir en la plataforma 

dispuesta por la sociedad fiduciaria, el acto administrativo digitalizado. 

 

PARÁGRAFO. Bajo ninguna circunstancia, los términos previstos en los incisos 2, 3 y 4 del presente artículo 

podrán ser entendidos como una ampliación del plazo señalado en el artículo 4 de la Ley 1071 de 2006. En 

todos los casos, las solicitudes de que trata este artículo deberán resolverse dentro de los 15 días siguientes a 

la fecha de su radicación completa por parte del peticionario”. 

 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Decreto 1272 de 2018 ajustó los términos del trámite de 

reconocimiento de cesantías a los quince días previstos en la Ley 1071 de 2006, sin embargo el 

trámite previsto en el Decreto 2831 de 2005, siguió igual, pero acortado en los términos para 

que la entidad territorial envíe a la sociedad fiduciaria el proyecto de resolución y para que la 

sociedad fiduciaria lo apruebe o no.  

 

En la actualidad, el procedimiento para reconocer una prestación, incluyendo el pago de cesantías, 

es un procedimiento complejo que involucra a la entidad territorial y a la Fiduprevisora S.A., de 

acuerdo con el artículo 56 de la Ley 962 de 2005, que dispone:  

 

“ARTÍCULO 56. RACIONALIZACIÓN DE TRÁMITES EN MATERIA DEL FONDO DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO. Las prestaciones sociales que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio serán reconocidas por el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de 

resolución por parte de quien administre el Fondo, el cual debe ser elaborado por el Secretario de 

Educación de la Entidad Territorial certificada correspondiente, a la que se encuentre vinculado el 

docente. El acto administrativo de reconocimiento se hará mediante resolución que llevará la firma del 

Secretario de Educación de la entidad territorial”. 

 

De este modo, la solicitud de reconocimiento de prestaciones económicas debe presentarse ante 

la última entidad territorial en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del 

afiliado. Las secretarías de educación respectivas deben recibir y radicar las solicitudes, expedir  

 

las certificaciones, subir a la plataforma los proyectos de acto administrativo, suscribir los actos 

administrativos de reconocimiento y remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos 

administrativos con la constancia de ejecutoria. 

 



 
 

 
                                                      

  

Para el reconocimiento de cesantías, y con el fin de observar el término de quince días previsto en 

la Ley 1071 de 2006, la entidad territorial tiene cinco días para elaborar un proyecto de acto 

administrativo y remitirlo a la sociedad fiduciaria, la fiduciaria tiene cinco días para expedirlo y 

aprobarlo u objetarlo, y la entidad territorial tiene otros cinco días para expedir el acto 

administrativo.  

 

De acuerdo con lo anterior, pueden surgir varias situaciones por las cuales la mora resulta 

inimputable al Ministerio de Educación Nacional, pues puede generarse en las siguientes 

circunstancias: i) en la expedición del acto administrativo, fruto de una demora de la entidad 

territorial en enviar el proyecto de acto administrativo o en expedirlo luego de recibidas la 

aprobación por parte de la sociedad fiduciaria,  ii) en la expedición del acto administrativo, 

producto de la demora de la sociedad fiduciaria en hacer la revisión respectiva; iii)  una vez 

expedido el acto administrativo, por demoras en la notificación del mismo, o iv) una vez 

expedido y notificado el acto administrativo, por demoras por causas de falta de disponibilidad 

presupuestal.   

 

Nótese cómo en cualquiera de éstos casos, el pago de la sanción por mora corre a cargo del FOMAG, 

a pesar que la mora haya sido causada por la entidad territorial, y aunque la sociedad 

fiduciaria como administradora y vocera del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, puede interponer las acciones legales correspondientes en contra de las entidades 

territoriales  certificadas en  educación por el incumplimiento de los términos indicados en la Ley 

1071 de 2006 y reintegrar las sumas de dinero canceladas con ocasión del pago de la sanción 

moratoria que le sea atribuible (conforme al Decreto 1272 de 20181), tal situación es gravosa para 

la Nación pues genera más cargas.  

 

Sumado a las anteriores dificultades, en el último evento generado por la demora por falta de 

disponibilidad presupuestal, la normatividad aplicable al pago de prestaciones sociales del 

magisterio deja muy poco tiempo para realizar el pago, pues los 45 días de plazo para el pago 

comienza a correr desde que el acto administrativo debió cobrar ejecutoria, de otro lado, aunque 

los actos administrativos que reconocen las cesantías parciales o definitivas sean expedidos en 

tiempo por las Secretarías de Educación certificadas, ello no implica que el pago sea inmediato 

pues se encuentra condicionado a turno y disponibilidad presupuestal, atendiendo al principio 

                                                           
1 ARTÍCULO  2.4.4.2.3.2.28. Sanción moratoria. El pago de la sanción moratoria se hará con cargo a los recursos del Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, sin perjuicio de las acciones legales o. judiciales correspondientes que se deban adelantar en contra 
de quien dé lugar a la configuración de la sanción moratoria, con el fin de que el Fondo recupere las sumas pagadas por el incumplimiento 
de los términos previstos en la Ley 1071 de 2006. 
  
Así mismo, la sociedad fiduciaria deberá interponer las acciones legales correspondientes en contra de las entidades territoriales 
certificadas en educación por el incumplimiento de los términos indicados en la Ley 1071 de 2006 y reintegrar las sumas de dinero 
canceladas con ocasión del pago de la sanción moratoria que le sea atribuible. 

 



 
 

 
                                                      

  

constitucional de legalidad del gasto público en virtud del cual “no se puede hacer erogación con 

cargo al Tesoro que no se halle incluida en el de gastos”, e implica, que la disponibilidad 

presupuestal exista previa a la realización del gasto y además que sea suficiente al momento de 

hacer la erogación.   
 

En este orden de ideas, surgen problemas tanto jurídicos como operativos que generan la sanción 

por mora en el pago de las prestaciones sociales de los educadores nacionales, razón por la cual, 

debe analizarse el motivo que generó la mora en el caso que nos ocupa para determinar si 

corresponde a la Nación Ministerio de Educación Nacional, el pago de la misma.   
 

No obstante lo anterior, es importante mencionar que el referenciado procedimiento para el 

reconocimiento de las cesantías al personal docente, fue modificado por la Ley 1955 del 25 de 

mayo del 2019 “Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2018-2022 Pacto por Colombia, 

Pacto por la equidad”, el cual establece:  

 

“Artículo 57. Eficiencia en la Administración de los Recursos del Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. Las cesantías definitivas y parciales de los docentes de que trata la Ley 91 de 1989 

serán reconocidas y liquidadas por la Secretaría de Educación de la entidad territorial y pagadas por el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 Las pensiones que pagará el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio serán reconocidas por 

el citado Fondo, mediante la aprobación del proyecto de resolución por parte de quien administre el Fondo, 

el cual debe ser elaborado por el Secretario de Educación de la Entidad Territorial certificada 

correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente. El acto administrativo de reconocimiento de la 

pensión se hará mediante resolución que llevará la firma del Secretario de Educación de la entidad territorial. 

 Para el pago de las prestaciones económicas y los servicios de salud, el Fondo deberá aplicar el principio de 

unidad de caja con el fin de lograr mayor eficiencia en la administración y pago de las obligaciones definidas 

por la ley, con excepción de los recursos provenientes del Fondo  

 

Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales (FONPET). En todo caso, el Fondo debe priorizar el pago 

de los servicios de salud y de las mesadas pensionales de los maestros. 

 Los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio solo podrán destinarse para 

garantizar el pago de las prestaciones económicas, sociales y asistenciales a sus afiliados docentes, 

pensionados y beneficiarios. No podrá decretarse el pago de indemnizaciones económicas por vía 

judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio. 

 Parágrafo. La entidad territorial será responsable del pago de la sanción por mora en el pago de las 

cesantías en aquellos eventos en los que el pago extemporáneo se genere como consecuencia del 

incumplimiento de los plazos previstos para la radicación o entrega de la solicitud de pago de 

cesantías por parte de la Secretaría de Educación territorial al Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio. En estos eventos el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

será responsable únicamente del pago de las cesantías. 



 
 

 
                                                      

  

 Parágrafo transitorio. Para efectos de financiar el pago de las sanciones por mora a cargo Fondo Nacional 

de Prestaciones Sociales del Magisterio causadas a diciembre de 2019, facúltese al Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público para emitir Títulos de Tesorería que serán administrados por una o varias sociedades 

fiduciarias públicas; así mismo, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público definirá la operación, las reglas 

de negociación y pago de los mismos. El Consejo Directivo del FOMAG efectuará la adición presupuestal de 

los recursos de los que trata el presente parágrafo. 

La emisión de bonos o títulos no implica operación presupuestal alguna y solo debe presupuestarse para 

efectos de su redención.” 

Así las cosas, es claro que no se puede decretar el pago de indemnizaciones económicas por vía 

judicial o administrativa con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio y se deberá individualizar la situación que generó la mora reclamada por el docente. 

EXCEPCIONES PREVIAS 

Solicito declarar probadas las siguientes excepciones: 

 

EXCEPCIÓN GENÉRICA. 
 

En virtud del alcance del principio de búsqueda de la verdad formal en materia de excepciones, 

frente a los poderes oficiosos del juez es necesario afirmar que lo fundamental no es la relación de 

los hecho que configuran una determinada excepción, sino la prueba de los mismos, por ende, si 

el juez encuentra probados los hechos que lo constituyen deberá reconocerla oficiosamente. 
 

PRUEBAS 

Documentales. 
 
Documentales. 
 

 Muy respetuosamente solicito se oficie a la Entidad Territorial empleadora SECRETARÍA 

DE EDUCACION DEL MUNICIPIO DE MANIZALES para que, allegue respecto de la 

demandante, copia autentica, integra y legible de su expediente administrativo, siempre y 

cuando el mismo no sea acercado oportunamente.  
 

ANEXOS 
 

1. Escritura Pública No. 522 del 28 de marzo de 2019 mediante la cual se confiere  poder 

 general para la defensa judicial del FOMAG al Dr. Luis Alfredo Sanabria Rios  por parte del 

 Dr. Luis Gustavo Fierro Maya, delegado de la Ministra de Educación. 

2. Sustitución del antes referido poder. 
 

 

 

 

 



 
 

 
                                                      

  

 VIII. NOTIFICACIONES. 
 
La entidad demandada recibirá notificaciones en la Fiduciaria la Previsora S.A., ubicada en la Calle 
72 No. 10-03 Bogotá, y al correo electrónico: procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  y/o 
t_jaacosta@fiduprevisora.com.co    
  

Del señor Juez, 

 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ. 

C.C. No. 52.203.675 de Bogotá D.C. 
T.P. No. 252.440 del C. S. de la J. 

“Defensoría del Consumidor Financiero: Dr. JOSÉ FEDERICO USTÁRIZ GÓNZALEZ. Carrera 11 A No 96-51 - Oficina 203, Edificio Oficity en la ciudad de Bogotá D.C. PBX 

6108161 / 6108164, Fax: Ext. 500. E-mail: defensoriafiduprevisora@ustarizabogados.com de 8:00 am - 6:00 pm, lunes a viernes en jornada continua”.Las funciones del 

Defensor del Consumidor son: Dar trámite a las quejas contra las entidades vigiladas en forma objetiva y gratuita. Ser vocero de los consumidores financieros ante la 

institución. Usted puede formular sus quejas contra la entidad con destino al Defensor del Consumidor en cualquiera agencia, sucursal, oficina de corresponsalía u oficina de 

atención al público de la entidad, asimismo tiene la posibilidad de dirigirse al Defensor con el ánimo de que éste formule recomendaciones y propuestas en aquellos aspectos 

que puedan favorecer las buenas relaciones entre la Fiduciaria y sus Consumidores. Para la presentación de quejas ante el Defensor del Consumidor no se exige ninguna 

formalidad, se sugiere que la misma contenga como mínimo los siguientes datos del reclamante: 1. Nombres y apellidos completos 2. Identificación 3. Domicilio (dirección y 

ciudad) 4. Descripción de los hechos y/o derechos que considere que le han sido vulnerados. De igual forma puede hacer uso del App "Defensoría del Consumidor Financiero" 

disponible para su descarga desde cualquier smartphone, por Play Store o por App Store. 



 
 
 
                                                      

Sírvase remitir las notificaciones a los correos electrónicos: notjudicial@fiduprevisora.com.co y/o 
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co  
 

          N° 008651 

            

Señor(es): 

JUZGADO 006 ADMINISTRATIVO DE MANIZALES 

E.   S.    D. 

REFERENCIA: SUSTITUCIÓN DE PODER 
Radicado:                                                                     17001333900620200032200 
Convocante(s) y/o Demandante(s):                       RUBEN MOLINA RIVERA 
Convocado(s) y/o Demandado(s):                          LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL y/o  

FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. – FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 
SOCIALES DEL MAGISTERIO  
 

LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS, identificado civil y profesionalmente como aparece junto a mi firma, actuando en calidad 
de apoderado de: 
 

1. LA NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, N.I.T.: 899.999.001-7, conforme al Poder General 
otorgado por el Doctor LUIS GUSTAVO FIERRO MAYA,  Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, a través de la Escritura 
Publica No. 522 del 28 de marzo de 2019, protocolizada en la Notaria Treinta y Cuatro en la Notaria del Circulo 
de Bogotá D.C., y aclarada mediante Escritura Publica 1230 del 11 de septiembre de 2019, protocolizada  en la 
Notaria Veintiocho del Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

y/o 
2. FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A. N.I.T.: 860.525.148-5 en su calidad de vocera y administradora del Patrimonio 

Autónomo  FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, conforme al Poder General 
otorgado por su Representante Legal, Doctor CARLOS ALBERTO CRISTANCHO FREILE, a través de la Escritura 
Pública No. 1588 del 27 de Diciembre de 2018, Escritura Pública No. 1590 del 27 de Diciembre de 2018 aclarada 
mediante Escritura Pública No. 0045 del 25 de enero de 2019, protocolizada en la Notaría Veintiocho del 
Circulo Notarial de Bogotá D.C. 

 
Manifiesto a su despacho que sustituyo poder al (la) abogado(a), JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ Identificado(a) 
civil y profesionalmente como aparece junto a su firma, con las mismas facultades a mi conferidas, la de conciliar, no 
obstante lo anterior, se ceñirá a las disposiciones de la entidad plasmadas en Acta del Comité de Conciliación. 
 
Me permito informar a su despacho que el presente apoderamiento no genera costo alguno por concepto de honorarios 
a favor del apoderado, toda vez que se encuentra dentro del ejercicio de sus funciones. 
 
La presente sustitución se presume autentica de conformidad con el Inciso Segundo del Artículo 74 del Código General 
del Proceso 
Por lo anterior, le solicito se sirva aceptar esta petición en los términos y para los fines descritos. 
 
Cordialmente, 
 
 
LUIS ALFREDO SANABRIA RIOS 
C.C. No. 80.211.391 de Bogotá D.C. 
T.P.  No. 250.292 del C.S. de la J. 
 
 
Acepto: 
 
 
JENNY ALEXANDRA ACOSTA RODRIGUEZ 
C.C. No. 52203675 BOGOTA 
T.P.  No. 252440 del C.S de la J. 
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